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RESUMEN

En el presente artículo se realiza un recorrido por la fiscalidad medioambiental portu-
guesa. Se abordan las distintas medidas recogidas en los principales tributos del Siste-
ma Tributario luso, detallando su incidencia en el medioambiente. Este estudio se reali-
za desde una perspectiva de Derecho comparado, poniendo de manifiesto las semejanzas
y diferencias con la legislación española. Por último, también se proponen algunas vías
de aproximación entre ambas legislaciones.
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1. INTRODUCCIÓN

El presente artículo tiene como finalidad presentar un panorama de la tributación me-
dioambiental en Portugal a fin de poder establecer unas líneas de comparación con la si-
tuación en España. Ha de indicarse que se adopta una visión amplia de lo que se entiende
por tributación medioambiental, por lo que se hará referencia tanto a aquellas medidas
que suponen imponer una mayor carga tributaria a los sujetos o las actividades que inci-
den negativamente en el medio ambiente; como, por el contrario, a los beneficios tributa-
rios adoptados para la adopción de comportamientos favorables con el medio ambiente.

La oportunidad de este análisis se resalta si se tiene en cuenta que la situación de cri-
sis económica que se está atravesando, y que afecta de tanto a España como a Portugal,
genera necesidades de reordenación de los ingresos y gastos públicos, lo que a su vez su-
pone una oportunidad para adoptar medidas medioambientales que, a la postre, tienen
un importante componente de ahorro y de eficiencia. Un buen ejemplo de esta simbiosis
entre necesidad-oportunidad y ahorro-ecología es la medida recogida en el art. 11 de la
Lei 64-B/2011, de 30 de Dezembro, de Presupuestos del Estado para 2012, mediante la
cual todos los organismos públicos portugueses quedan obligados a reutilizar los consu-
mibles informáticos, tales como los toners. Es indudable que esta obligación se ha adop-
tado por motivos de ahorro económico pero, al mismo tiempo, presenta un importante
beneficio medioambiental.

Esta línea, no puede perderse de vista que la Recomendación del Consejo de la Unión
Europea sobre el programa nacional de reforma de 2012 de España y por la que se emi-
te un dictamen del Consejo sobre el programa de estabilidad de España para 2012-2015
(1), señala que nuestro un sistema tributario debe reorientar la presión fiscal desde el
trabajo hacia el consumo y las actividades perjudiciales para el medio ambiente. Resul-
ta, por tanto, oportuno conocer como se estructura la fiscalidad ambiental en otros paí-
ses de nuestro entorno y que, además, también se encuentran en una situación de pro-
funda crisis económica y financiera.

Una vez reseñada la oportunidad de esta investigación, es necesario referirse a una
cuestión general que presenta una importante proyección en el ámbito tributario. Y es
que a pesar de que la Constitución de Portugal de 25 de abril de 1976 (CP) establece una
organización territorial descentralizada, con la existencia de regiones autónomas (Azo-
res y Madeira) y regiones administrativas, acontece que la creación de estas últimas fue
rechazada por el referéndum celebrado en noviembre de 1998. La consecuencia es que
Portugal sigue siendo un Estado centralizado. Dejando a parte la situación de los archi-
piélagos de las Azores y de Madeira, la descentralización solo se ha llevado a cabo en re-
lación con los entes locales. 

Esta circunstancia tiene su reflejo en el sistema tributario portugués que presenta un
carácter unitario bastante acusado. A diferencia de España –en la que puede predicarse
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un sistema tributario respecto de cada nivel territorial (aunque el autonómico se funda-
menta en la cesión de tributos estatales)–, en Portugal existe un único sistema tributa-
rio en el que diversas figuras impositivas se atribuyen a los entes locales. Dada la au-
sencia de poder legislativo de estos entes el resultado es el de una mayor homogeneidad
del sistema tributario y, por tanto, de las medidas fiscales con fines medio ambientales.

En contraposición, en España la atribución de competencias en materia de medio am-
biente y, sobre todo, el escaso margen que la conjunción de los sistemas tributarios es-
tatal y local dejan para que se desarrolle un verdadero sistema tributario autonómico
han motivado que el peso de los tributos autonómicos en la tributación medioambiental
sea bastante importante, generándose una mayor diversidad de vías exploratorias de la
tributación medioambiental.

2. LA FINALIDAD MEDIOAMBIENTAL DE LOS TRIBUTOS EN LA
CONSTITUCIÓN DE PORTUGAL

El art. 103.1 de la Constitución de Portugal de 25 de abril de 1976 indica que el siste-
ma fiscal tiene como finalidad satisfacer las necesidades financieras del Estado y de
otros entes públicos y repartir con equidad las rentas y la riqueza. Este precepto recoge
la tradicional finalidad financiera de los tributos; esto es, su finalidad última y justifi-
cadora es la allegar ingresos a los entes públicos. 

La Constitución portuguesa no establece un catálogo de principios de justicia mate-
rial que ordenen cómo se han de satisfacer esas necesidades (2). No obstante, un reco-
rrido por la norma fundamental lusa permite concluir, sin especial dificultad, que los
principios de justicia tributaria del Ordenamiento jurídico portugués no difieren, en lo
sustancial, de los españoles.

El principio de igualdad general, –de la que la igualdad tributaria no deja de ser un
aspecto parcial–, es reconocido en el art. 13 de la CP. A su vez, el art. 9.4 de la citada CP
señala que una de las misiones fundamentales del Estado es promover la igualdad real
entre los portugueses. Por su parte, la letra b) del art. 81 señala que uno de los cometi-
dos prioritarios del Estado es promover la justicia social, asegurar la igualdad de opor-
tunidades y efectuar las correcciones necesarias de las desigualdades en la distribución
de la riqueza y de la renta, especialmente mediante la política fiscal.

Por su parte, el art. 104 establece las líneas maestras del sistema impositivo portu-
gués, reseñando las características básicas de los principales impuestos. Así, se indica
que el impuesto sobre la renta de las personas físicas tiene como objetivo la disminución
de las desigualdades y será único y progresivo, teniendo en cuenta las necesidades y los
rendimientos del grupo familiar, que la tributación sobre el patrimonio debe contribuir
a la igualdad entre los ciudadanos y que la tributación sobre el consumo tiene como ob-
jetivo adaptar la estructura del consumo a la evolución de las necesidades del desarrollo
económico y de la justicia social, debiendo gravar los consumos de lujo. 

La igualdad y la justicia también se predican de la Hacienda local; de conformidad
con el art. 238.2, ésta tendrá como objetivo la justa distribución de los recursos públicos
por parte del Estado y las entidades locales y la necesaria corrección de las desigualda-
des entre las entidades locales.
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Por último, el art. 62 reconoce el derecho a la propiedad privada, de forma que la re-
quisa o expropiación de los bienes sólo podrá efectuarse basándose en la ley y mediante
el pago de una indemnización justa. Este reconocimiento de la propiedad privada impli-
ca la vigencia del principio de no consfiscatoriedad, ya que de otro modo se estaría vio-
lando este derecho constitucional por la vía tributaria. 

Como se puede observar, implícitamente, se recogen las exigencias de los principios
materiales de justicia tributaria del art. 31.1 CE, máxime si se tiene en cuenta que és-
tos se predican del sistema tributario en su conjunto y no todas y cada una de las figu-
ras tributarias. En particular, con respecto al principio de capacidad económica, ha de
tenerse presente que éste es, en definitiva, la concreción del principio general de igual-
dad y es el que permite la justa distribución de la contribución al sostenimiento de los
gastos públicos. Por tanto, las apelaciones a la igualdad, el carácter redistributivo de la
política fiscal y la progresividad de la imposición sobre las personas físicas son, indirec-
tamente, una llamada al principio de capacidad económica. Lo mismo se puede decir
respecto del resto de principios del art. 31.1 de la CE.

Desde la perspectiva de este trabajo, interesa destacar que la fundamentación y jus-
tificación de los tributos en el Ordenamiento jurídico portugués es, igualmente, el soste-
nimiento a los gastos públicos de acuerdo con la capacidad económica de cada persona. 

No obstante, a diferencia de España, la Constitución portuguesa señala expresamen-
te que los tributos también deben cumplir también una finalidad medioambiental. En
efecto, el art. 66 de la Constitución portuguesa establece que todos tienen derecho a un
medio ambiente de vida humano, salubre y ecológicamente equilibrado, y el deber de de-
fenderlo. A tal fin, le corresponde al Estado, entre otras medidas, asegurar que la políti-
ca fiscal haga compatibles el desarrollo, la protección del medio ambiente y la calidad de
vida.

En la misma línea, las letras g), l) y m) del art. 81 de la Constitución portuguesa es-
tablecen que entre los cometidos prioritarios del Estado se encuentran los de eliminar
los latifundios y reordenar el minifundio, adoptar una política nacional de energía, con
preservación de los recursos naturales y del equilibrio ecológico, promoviendo, en este
campo, la cooperación internacional y adoptar una política nacional del agua, con apro-
vechamiento, planificación y gestión racional de los recursos hídricos. 

Desde otra perspectiva, el art. 95 de la Constitución Portuguesa señala que Estado
podrá utilizar la política fiscal (en su vertiente de los incentivos) para conseguir el redi-
mensionamiento de los minifundios agrícolas. En principio, ésta sería una medida ten-
dente a procurar la mejora de las condiciones productivas o económicas de las explota-
ciones. No obstante, tiene consecuencias generales en el medio ambiente, ya que esas
explotaciones inciden de forma acusada en la calidad medioambiental (3). 

Pues bien, a pesar de esta llamada directa que realiza la Constitución portuguesa a la
utilización con fines medioambientales de los tributos y, en general, de la política fiscal,
la doctrina lusa considera que la extrafiscalidad debe tener un carácter excepcional, de
forma que los tributos sigan disciplinándose, como regla general, por las exigencias de
su naturaleza fiscal (4). No obstante, también se propone que la tributación medioam-
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biental se convierta en un tercer pilar de la tributación (5), conjuntamente con la tribu-
tación sobre el rendimiento y la tributación sobre el consumo (6), sustituyendo a la tri-
butación sobre el patrimonio. Y es que el art. 66 de la Constitución portuguesa requiere
que se compatibilice la finalidad financiera de los tributos con su papel de instrumento
en la promoción de un desarrollo sostenible medioambientalmente (7).

En todo caso, la comprensión de la tributación medioambiental portuguesa requiere
tener una visión de la estructura del Sistema tributario luso. Y es que, como ha puesto
de manifiesto la doctrina, el legislador ha optado por una «ambientalización» de los im-
puestos clásicos, transformándolos y adaptándolos a la finalidad medioambiental (8).

3. PANORAMA DEL SISTEMA IMPOSITIVO PORTUGUÉS 

Debe advertirse que, por razones prácticas y de limitación del estudio, se hará refe-
rencia, esencialmente, al Sistema impositivo. No obstante, sí hay que dejar constancia
de que el hecho imponible de las tasas permite una correcta adecuación al cumplimien-
to de una finalidad medioambiental, de forma que un ámbito importante de la tributa-
ción medioambiental se canaliza a través de esta figura tributaria.

Como se indicado supra, la propia Constitución portuguesa predetermina la estructu-
ra del Sistema tributario al señalar, en su art. 104, que éste pivotará en la imposición
sobre las personas físicas, sobre las empresas, sobre el patrimonio y sobre el consumo,
recogiendo las características básicas a las que deben adecuarse los impuestos que re-
caigan sobre estas capacidades económicas. Siguiendo esta estela (9), los principales im-
puestos vigentes son los siguientes: 

A) Tributación sobre los rendimientos: Imposto sobre o Rendimento das Pessoas Sin-
gulares (IRS) (aprobado por el Decreto-Lei 442-A/88, de 30 de Novembro) y el Imposto
sobre o Rendimento das Pessoas Colectivas (IRC) (Decreto-Lei 442-B/88, de 30 de No-
vembro). En líneas generales, puede indicarse que la regulación global de estos impues-
tos guarda importante paralelismos con la del Impuesto sobre la Renta de las Personas
Físicas, Impuesto sobre Sociedades e Impuesto sobre la Renta de no Residentes.
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(5) Consideraciones que entroncan con las de Tulio ROSEMBUJ cuando propone superar la con-
ceptuación del principio de capacidad económica en la economía de mercado, de forma que «la con-
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(6) CASALTA NABAIS: «Tributos com fins ambientais», op. cit., págs. 119 y 123.
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Portugal», Revista da Ordem dos Avogados, n.º 64, 1/II, 2004, pág. 470.
(8) CASALTA NABAIS: «Tributos com fins ambientais», op. cit., págs. 138 y Das Neves Pereira,
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Studies, 2006, pág. 215.

(9) No obstante, hay que dejar constancia que las Leyes de Presupuestos de Portugal no siguen
esta clasificación de los impuestos. En ellas los impuestos se clasifican en las siguientes cate-
gorías:

– Impuestos directos: IRS e IRC.
– Impuestos indirectos: IVA e IS.
– Impuestos especiales: Impuestos sobre el Consumo (Imposto sobre o Álcool e as Bebidas Alco-

ólicas, Imposto sobre os Produtos Petrolíferos e Energéticos e Imposto sobre o Tabaco), Impos-
to sobre Veículos e Imposto único de Circulação.

– Impuestos locales: IMI e IMTI.



Estos dos impuestos gravan las rentas obtenidas por las personas físicas (IRS) y jurí-
dicas (IRC). La tributación de los no residentes se integra en ambos impuestos. Así, los
residentes tributarán por su renta mundial (arts. 13 del Código do IRS y 3 del Código do
IRC). Por su parte, el hecho imponible de las personas físicas no residentes se limita a
las rentas obtenidas en Portugal (arts. 13 y 15 del Código do IRS). Por último, el IRC di-
ferencia entre entidades no residentes con y sin establecimiento permanente. Las pri-
meras tributan por el rendimiento imputable al establecimiento permanente, mientras
que las segundas tributan por la renta obtenida en Portugal (arts. 55 y 56 del Código do
IRC). 

Existe, también, una tributación específica relativa a los inmuebles en propiedad de
las entidades no residentes que no se encuentren arrendados o afectos a una actividad
económica. Estos contribuyentes deberán imputar una renta correspondiente a una
quinceava parte del valor patrimonial del inmueble. Ha de tenerse presente, además,
que los tipos impositivos generales del Imposto Municipal sobre Imóveis serán del 0,8
por 100, si se trata de inmuebles rústicos, o, tratándose de inmuebles urbanos, se en-
contrarán en una banda comprendida entre el 0,3 y el 0,8 por 100. Sin embargo, si el
propietario tiene su domicilio en un paraíso fiscal el tipo será del 7,5 por 100 (art. 112
del Código do IMI).

B) La doctrina lusa (10) incluye dentro de la tributación sobre el patrimonio los si-
guientes impuestos: Imposto Municipal sobre Imóveis (IMI) (Decreto-Lei 287/2003, de
12 de Novembro), Imposto Municipal sobre as Transmissões Onerosas de Imóveis (IMTI)
(Decreto-Lei 287/2003, de 12 de Novembro), Imposto Único de Circulação, el Imposto so-
bre Veículos (11) (IV) (aprobados por la Lei 22-A/2007, de 29 de Junho) y el Imposto do
Selo (IS) (Lei 150/99, de 11 de Setembro).

Ahora bien, los citados impuestos gravan el patrimonio tanto en su vertiente estática
(IMI e Imposto Único de Circulação); como dinámica, es decir, cuando se produce una al-
teración en el patrimonio (IMTI, IS e IV). 

El primer grupo de tributos recae sobre la capacidad económica que se pone de mani-
fiesto por la propiedad o posesión de un patrimonio (inmobiliario o de vehículos a mo-
tor). El IMI es un impuesto equivalente al Impuesto sobre Bienes Inmuebles. Se trata
de un tributo que nutre las arcas municipales y que grava el valor patrimonial de los in-
muebles urbanos y rústicos, recayendo sobre los propietarios o titulares de determina-
dos derechos reales sobre los bienes inmuebles. De conformidad con el art. 12 del Códi-
go do Imposto Municipal sobre Imóveis se trata de un impuesto censal, siendo el registro
las llamadas matrizes prediais. En este registro constará, entre otros datos, el titular de
cada inmueble (o del derecho real de usufructo o superficie) y su «valor patrimonial»;
que será determinado a través de determinados procedimientos administrativos.

Por su parte, el hecho imponible del Imposto Único de Circulação es la propiedad so-
bre los vehículos de tracción mecánica, por lo que puede considerarse que vendría a ser
reflejo del Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica. La regulación de este im-
puesto diferencia los vehículos en distintas categorías. Esta diferenciación tiene conse-
cuencias tanto a la hora de determinar la cuota, como la titularidad (estatal o munici-
pal) del impuesto. No obstante, y aunque en la mayoría de los supuestos la titularidad
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(10) Glória TEXEIRA: Manual de Direito Fiscal, 2ª edición, Ed. Alamedina, Coimbra, 2010, pág.
233.

(11) También ha de indicarse que los impuestos sobre los vehículos y sobre la circulación son
también considerados como una imposición sobre el consumo, CASALTA NABAIS: Direito Fiscal, 6ª
edición, Almedina, Coimbra, 2010, pág. 636.



es municipal, la gestión tributaria corresponde a la Administración estatal (art. 2 y 3 de
la Lei 22-A/2007, de 29 de Junho). 

La determinación de la capacidad económica gravada en el segundo grupo es una
cuestión más compleja y habría que analizar caso por caso. A modo de ejemplo, en el IS,
que presupuestariamente se clasifica como un impuesto indirecto, se gravan las trans-
misiones gratuitas a favor de las personas físicas; en este supuesto la capacidad econó-
mica incidida sería la obtención de renta (por eso, si el adquirente de los bienes o dere-
chos es una persona jurídica el hecho se integra en el IRC). En cambio, otros hechos gra-
vados por este mismo Imposto do Selo se integrarían en el Impuesto sobre Transmisio-
nes Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, tales como la constitución de ga-
rantías o el gravamen sobre las letras de cambio; constituyendo gravámenes sobre la ca-
pacidad económica indirecta puesta de manifiesto por el consumo o circulación de los
bienes o derechos. Es sintomático de esto último que tanto el IS como el IMTI sean in-
compatibles con el IVA (arts. 1.2 del Código do Imposto do Selo y 9.30 del Código do Im-
posto sobre o Valor Acrescentado, respectivamente). 

Y es que, las capacidades económicas gravadas a través de los impuestos sobre Trans-
misiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, sobre Sucesiones y Donacio-
nes y sobre el Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana son gravadas
mediante el IMTI y el IS. El primero de estos, ocuparía el lugar del Impuesto sobre el In-
cremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana y del ITPAJD, en la modali-
dad que grava las transmisiones onerosas de inmuebles. Por su parte, mediante el IS se
gravarían el resto de hechos imponibles sujetados al ITPAJD. Por último, y como se ha
indicado, el IS también grava las transmisiones lucrativas de bienes patrimoniales a fa-
vor de personas físicas.

Por último, el hecho imponible del Imposto sobre Veículos está constituido por la fa-
bricación, el montaje, la admisión o la importación de éstos. Resulta coincidente con el
Impuesto Especial sobre Determinados Medios de Transporte, por lo que también puede
ser considerado un impuesto sobre el consumo.

C) Tributación sobre el consumo: Imposto sobre o Valor Acrescentado (aprobado por
Decreto-Lei 394-B/84, de 26 de Dezembro) y los Impostos Especiais de Consumo (alcohol
y bebidas alcohólicas, productos petrolíferos y energéticos y tabaco) (Decreto-Lei
73/2010, de 21 de Junho). En este caso, y como no puede ser de otra forma debido a la
armonización fiscal impuesta por la Unión Europea, las similitudes con el ordenamien-
to jurídico español son muy acusadas; lo que excusa una mayor dedicación al respecto.

En líneas generales, puede considerarse que el conjunto de los impuestos que confor-
man el sistema impositivo portugués viene a coincidir con los impuestos integrantes del
Sistema tributario estatal español y con una parte importante de los impuestos munici-
pales (IBI, IVTM e IIVTNU). No obstante, existen ciertas diferencias.

Así, llama la atención la circunstancia de que, a pesar de la llamada expresa que ha-
ce el art. 104.3 de la CP a la imposición sobre el patrimonio, no existe un impuesto sobre
el patrimonio que grave a éste en su conjunto y que pueda considerarse equivalente a
nuestro Impuesto sobre el Patrimonio. Como se ha indicado, en su vertiente estática es
gravado de forma parcial a través del IMI y del Imposto Único de Circulação. Por su par-
te, Imposto Municipal sobre as Transmissões Onerosas de Imóveis, el Imposto sobre Veí-
culos y Imposto do Selo inciden en el patrimonio, en la medida en que se produce una al-
teración en éste. Desde esta perspectiva, estos tres impuestos podrían ser considerados
o como auténticos impuestos indirectos.

Otro punto donde el paralelismo entre los sistemas tributarios español y luso presen-
ta aspectos discordantes es en el gravamen del tráfico patrimonial. Como se ha indica-
do, la sistemática seguida en ambos países presenta evidentes divergencias.
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Además de los señalados, existen otros tributos (12). Desde la perspectiva de este tra-
bajo ha de destacarse la Taxa ambiental sobre as lâmpadas de baixa eficiência energéti-
ca (Decreto-Lei 108/2007, de 12 de Abril).

A modo de conclusión, puede afirmarse que este sistema tributario, al igual que el sis-
tema tributario estatal español, se fundamenta en el gravamen de los índices de capaci-
dad económica tradicionales (obtención de una renta, posesión de un patrimonio, la cir-
culación de los bienes y el consumo o gasto de la renta). Esto implica que tributación me-
dioambiental en Portugal se articula mediante la introducción de medidas concretas en
la estructura de los impuestos tradicionales. La excepción la constituye la Taxa ambien-
tal sobre as lâmpadas de baixa eficiência energética; sin embargo, se trata de un tributo
muy específico que incide, aisladamente, sobre una concreta causa de contaminación
medioambiental. 

4. LAS MEDIDAS MEDIOAMBIENTALES EN EL SISTEMA TRIBUTARIO
PORTUGUÉS

Con carácter previo a la exposición de las principales medidas medioambientales
existentes en la normativa tributaria positiva de Portugal, es conveniente indicar que la
doctrina lusa discute acerca de si estas han de concretarse en impuestos o en tasas. 

CASALTA NABAIS (13) considera que las tasas serían, a priori, los más adecuados para
ajustarse al principio «quien contamina paga». Sin embargo, estima que las dificultades
de identificar al sujeto responsable de la contaminación, especialmente si ésta tiene un
carácter difuso y de valorar el daño medioambiental aconsejan, que los tributos ecológi-
cos se materialicen en impuestos. 

No obstante y como se verá, el legislador portugués sí ha establecido determinadas
tasas en las que puede identificarse una finalidad medioambiental. El estudio se cen-
trará en aquellas medidas orientadas directamente hacia el medio ambiente. No obs-
tante se hará referencia a otras que, sin suponer una medida estrictamente medioam-
biental, pueden incidir de forma positiva en él; como es el caso de los incentivos fiscales
a la rehabilitación de urbana (art. 71 del Estatuto dos Beneficios Fiscais (EBF), aproba-
do por el Decreto-Lei 215/1989, de 1 de julho).

4.1. La tributación ambiental en los impuestos sobre la renta

Las medidas fiscales con una finalidad medioambiental en el ámbito de los impuestos
sobre la renta (IRS e IRC) tienen como común denominador el que tratan de incentivar
la adopción de comportamientos medioambientalmente sostenibles mediante el estable-
cimiento de beneficios fiscales o de regímenes fiscales más beneficiosos. Sin embargo,
una parte importante de ellos ha sido derogada. Y es que el art. 85 del Código do IRS es-
tablecía una serie de deducciones ambientales. Estas han sido derogadas por la Lei 55-
A/2010, de 31 de diciembre. Este precepto recogía una deducción en la cuota del Im-
puesto (del 30 por 100 con límite de 796 ) de los importes destinados a la adquisición de

(12) La Taxa Social Unica (Decreto-Lei 140-D/86, de 14 de Junho), que sería equivalente a la
cotización a la Seguridad Social; el Imposto para o Serviçio Nacional de Bombeiros e Protecção Ci-
vil (art. 127 del Decreto-Lei 94-B/1998, de 17 de abril) que es recaudado por las compañías asegu-
radoras y el Imposto de Jogo (Decreto-Lei 422/1989, de 2 de Dezembro).

(13) «Tributos com fins ambientais», op. cit., págs. 129 a 133.
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elementos nuevos para la utilización de energías renovables y de equipamientos para la
producción de energía eléctrica o térmica (cogeneración) por microturbinas, con una po-
tencia superior a 100 KW, que consuman gas natural y a la adquisición de vehículos ex-
clusivamente eléctricos o movidos con energías renovables no combustibles.

Por otra parte, tanto en el IRS como en el IRC existen medidas tendentes a favorecer
la rehabilitación de los inmuebles urbanos, por razones prácticas serán estudiadas en el
epígrafe relativo a las medidas fiscales a favor de la rehabilitación urbana.

4.1.1. La mejora de la deducción por inversión en la vivienda habitual en función de la
clasificación energética de ésta

No obstante, este precepto sigue regulando la deducción por inversión en la vivienda
habitual o destinada al arrendamiento que constituya vivienda habitual. La deducción
en cuota también es del 30 por 100 con un límite de 591 . Este porcentaje se incremen-
ta en un 10 por 100 si la vivienda tiene una clasificación energética de A ó +A de confor-
midad con el Decreto-Lei 78/2006, 4 de abril (art. 85.6 del Código do IRS).

4.1.2. Las taxas de tributação autónoma en el IRS e IRC

Una segunda medida medioambiental se recoge en la regulación de las llamadas ta-
xas de tributação autónoma (arts. 73 del Código do IRS y 88 del Código do IRC) que es-
tablece una regulación más favorable para los vehículos eléctricos. La regulación de es-
tas tasas autónomas es llamativa, constituyendo una especie de gravamen independien-
te integrado en el IRS. No es fácil encontrar una única razón que justifique globalmente
todos los supuestos. 

Así, puede tener un componente sancionador o disuasorio de determinadas conduc-
tas. Sería el supuesto contemplado en los arts. 73.1 y 88.1 del CIRS y del CIRC, respec-
tivamente. En virtud de este precepto, y en relación con los contribuyentes que deben
llevar contabilidad (en el IRS los empresarios y profesionales), se establece un tasa del
50 por 100 sobre los gastos no documentados. 

Sin embargo, en otros supuestos viene a constituir un gravamen mínimo que recae
sobre determinados gastos deducibles. Es el caso del arts. 73.2 del Código do IRS, en
virtud del cual los gastos deducibles relacionados con automóviles ligeros de pasajeros o
mixtos, en los que incurran los contribuyentes que deben llevar contabilidad, quedan
sujetos a una tributación autónoma al tipo del 10 por 100. Es decir, se admite la deduci-
bilidad de este concepto pero luego ese gasto deducible tiene que tributar al 10 por 100.

Pues bien, en la regulación de este «tipo de tributación autónoma» se introduce un
criterio medioambiental. Y es que el tipo será del 5 por 100 si el gasto queda referido a
vehículos cuyas emisiones de CO2 no superen unos valores de referencia (120g/ km, si
son alimentados por gasolina, y menos de 90 g/km, si se alimentan por diesel). Por su
parte, los vehículos eléctricos quedan exonerados de esta tributación autónoma.

Para la comprensión de este régimen fiscal, ha de tenerse presente que el rendimien-
to de la actividad económica, cuando el contribuyente se sujete al régimen de contabili-
dad, se calcula aplicando las normas del IRC, con las particularidades del IRS (art. 32
del Código do IRS). Pues bien, el art. 34.1 del Código do IRC excluye la deducibilidad de
la amortización de los vehículos ligeros de pasajeros y mixtos, (incluidos, en este caso,
los eléctricos), hasta un determinado límite. Por tanto, estos tipos de tributación autó-
noma se aplican a otros gastos relativos a los referidos vehículos que sí son deducibles.
A ellos se refiere el art. 88.5 del CIRC, señalando los siguientes: la depreciación (en la
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medida que no se supere el límite establecido), alquileres o arrendamientos, seguros,
gastos de mantenimiento y reparación, el combustible y los impuestos sobre la posesión
o uso.

Por su parte, la regulación de esta «tributación autónoma» en el IRC (art. 88 del
CDIR) es similar, de forma que los vehículos eléctricos quedan exoneradas de ella. Sin
embargo, no se mantiene la aplicabilidad del tipo reducido del 5 por 100 para aquellos
vehículos con una menor tasa de emisión de CO2, ya que los tipos autónomos de grava-
men se diferencian en función del coste de adquisición del vehículo y serán del 10 ó 20
por 100.

4.1.3. La deducibilidad de las provisiones para la reparación de daños de carácter
ambiental

En tercer lugar, y en el ámbito del IRC, hay que tener en cuenta que los arts. 39.1.d)
y 40 del citado CIRC establecen que serán deducibles las provisiones para la reparación
de daños de carácter ambiental a las que quedan obligadas las industrias extractivas y
las de tratamiento o eliminación de residuos a fin de la restauración medioambiental de
los terrenos afectados por la actividad.

Sin embargo, esta regulación tributaria no tiene una auténtica finalidad medioam-
biental, ya que se trata de gastos necesarios de la explotación económica, gastos que, in-
cluso, resultan obligados por la normativa sectorial, tal y como expresa el citado art.
39.1.d). La particularidad es que, al tratarse de unos gastos que se afrontarán al final
del ciclo productivo, debe regularse la deducibilidad de las provisiones que se vayan do-
tando para afrontar ese gasto futuro. 

Por este motivo, el art. 40 del CIRC regula de forma detallada la deducción de las do-
taciones a esa provisión. Así, se indica que, como regla general, la dotación anual dedu-
cible será proporcional al coste estimado de la reparación medioambiental y al número
de años previsto de la duración de la explotación. No obstante, si la explotación no es re-
gular en el tiempo, la Administración tributaría puede aceptar un plan de dotación es-
pecífico propuesto por el contribuyente. Además, deben cumplirse diversos requisitos.
Con carácter previo, debe presentarse un plan en el que se estimen los elementos nece-
sarios para la aplicación de este régimen; tales como la fecha estimada de duración de la
explotación, los trabajos necesarios para reparar el daño ambiental y los costos estima-
dos. En segundo lugar, las dotaciones deben constituirse en un fondo financiero, que
puede ser gestionado por el propio contribuyente, afecto a la finalidad de reparación me-
dioambiental. Por último, la provisión debe ser aplicada antes de que finalice el tercer
ejercicio fiscal posterior al cierre de la explotación, en caso los importes no aplicados de-
ben ser considerados como ingresos fiscales. 

4.1.4. Beneficios fiscales a la inversión de las empresas de tratamiento o eliminación de
residuos

En cuarto lugar, el art. 53 del EBF establece que los resultados de las empresas de
tratamiento o eliminación de residuos, salvo los rendimientos del capital, que se rein-
viertan o se utilicen para lograr los fines específicos de su actividad quedan exentos en
el IRC. Se trata, por tanto, de una exención por reinversión o simple inversión. Eso sí, el
objeto de esa inversión tiene que estar relacionado con el tratamiento de los residuos. 

Ha de llamarse la atención sobre que este beneficio fiscal es diferente al señalado en
el punto anterior. Por un lado, las provisiones para la reparación de daños de carácter
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ambiental serán tenidas en cuenta, como gasto deducible, a la hora de determinar el be-
neficio de la entidad gestora de los residuos. Una vez fijado éste, son las reinversiones o
aplicaciones de beneficios a la propia actividad económica las que generan esta exención
en el IRC.

4.1.5. Beneficios fiscales al mecenazgo de carácter medioambiental

En quinto lugar, ha de hacerse referencia a los beneficios fiscales establecidos por los
arts. 61 y siguientes del EBF al mecenazgo, en consonancia con los arts. 1, 3 y 5 del De-
creto-Lei 74/99, de 16 de Março, Aprova o Estatuto do Mecenato. El citado art. 61 seña-
la, expresamente, que una de las posibles finalidades de las entidades beneficiarias pue-
de ser la medioambiental. No es este el sitio para analizar el régimen fiscal del mece-
nazgo en Portugal. No obstante, puede indicarse que las donaciones en las que se mate-
rializa el mecenazgo pueden ser tanto monetarias como en especie. A la hora de deter-
minar el beneficio fiscal ha de tenerse presente si el mecenazgo se inserta en el ámbito
de una actividad económica. 

Tratándose de personas físicas que no desarrollen una actividad económica, los dona-
tivos realizados darán derecho a una deducción del 25 por 100 en la cuota del IRS. 

Por contra, cuando el mecenazgo se realiza en el ámbito de una actividad económica,
los importes donados se considerarán gasto deducibles del contribuyente. A su vez, ese
importe deducible se incrementará en un determinado porcentaje (con carácter general,
si la finalidad de la entidad patrocinada es la beneficencia se incrementarán en un 140
por 100, mientras que si la finalidad es medioambiental el porcentaje será del 120 por
100) y con unos determinados límites (para la finalidad medioambiental el límite es de
6/1000 del volumen de ventas de la entidad), dependiendo ambas cuestiones de la enti-
dad y de la actividad patrocinada. 

4.2. La fiscalidad forestal

El art. 19 de la Lei 33/96, de 17 de Agosto, de Bases da Política Florestal, señala que
existirán incentivos fiscales a fin de proteger el patrimonio forestal; favoreciendo la aso-
ciación de las explotaciones forestales, la consolidación de las tierras forestales o el au-
tofinanciamiento de la inversión forestal, entre otras cuestiones. Ha de tenerse presen-
te que la riqueza forestal tiene una importancia considerable en Portugal, existiendo
una gran preocupación por su adecuada gestión dados los numerosos incendios foresta-
les que asolan su geografía (14). Como se verá, la fiscalidad de los espacios forestales
presenta importantes particularidades en el sistema tributario luso, existiendo una pre-
ocupación por la adecuada conservación de estos espacios.

Así, el art. 112 del CIMI otorga a los ayuntamientos la capacidad de incrementar el
tipo impositivo del IMI en función de la conservación de los bienes inmuebles forestales.
Como se ha indicado anteriormente, los tipos impositivos generales son del 0,8 por 100,
si se trata de inmuebles rústicos, o, tratándose de inmuebles urbanos, se encontrarán en
una banda comprendida entre el 0,3 y el 0,8 por 100. 
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El apartado 9 del citado artículo indica que se podrá incrementar hasta el doble el ti-
po impositivo aplicable a los inmuebles rústicos que engloben áreas forestales en estado
de abandono, resultado que la cuota tributaria de estos inmuebles no podrá ser inferior
a 20 . Es una norma interesante, ya que fomenta el buen estado de conservación de las
áreas forestales, lo que tiene efectos positivos en el medio ambiente. 

Por otra parte, esta regulación debe ser puesta en conexión con el art. 88 de la Cons-
titución Portuguesa en virtud del cual los medios de producción en estado de abandono
pueden ser expropiados, ser objeto de arrendamiento o de concesión de explotación obli-
gatorios en las condiciones que legalmente se fijen.

Desde otra perspectiva, pero también tendente a conseguir la correcta conservación
de los espacios forestales, el art. 19 de la Lei de Bases da Política Florestal indica que se-
rán objeto de beneficios fiscales las acciones de reparcelación forestal y las encaminadas
a evitar el fraccionamiento de esta propiedad.

Por su parte, el art. 59 del EBF establece una exención en el IRC a favor de los bal-
dios e comunidades locais. Se declaran exentos los rendimientos derivados los baldios,
cuando queden afectos a acciones de inversión forestal u otras en beneficio del propio
baldio.

En este contexto, ha de indicarse, por último, que existen dos fondos forestales: el fon-
do de inversión inmobiliaria en recursos forestales y el fondo forestal permanente, a los
cuales se hace referencia a continuación.

4.2.1. Los fondos de inversión inmobiliaria en recursos forestales

Están regulados (15) en el art. 24 del EBF. Se requiere que se trate de fondos de in-
versión inmobiliaria en los que al menos el 75 por 100 de sus activos estén afectos a ex-
plotaciones forestales que sean gestionadas de acuerdo con planes forestales aprobados
por la autoridad competente. 

La fiscalidad de estos fondos es favorable. Por un lado, los fondos, como tales, quedan
exentos en el IRC. Esta exención no es obstáculo para que, a su vez, los partícipes en los
fondos puedan practicarse, en su impuesto personal, una deducción del 50 por 100 de los
rendimientos repartidos por ellos (art. 24.6 EBF). Por tanto, los beneficios fiscales tam-
bién se extienden a la tributación de los rendimientos o ganancias de patrimonio que se
deriven de la participación en ellos.

No obstante, la regulación de la tributación de las rentas derivadas de estos fondos es
compleja. Estas rentas deberán integrarse en el impuesto personal del partícipe en el
fondo, ya sea como rendimientos del capital (por ejemplo, por la distribución de benefi-
cios) o como ganancias de patrimonio (por la transmisión o rescate de la participación). 

En ambos casos, se sujetan a una retención del 10 por 100. No existirá obligación de
practicar retención si el perceptor de la renta es una entidad exenta o, tratándose de ren-
dimientos del capital, un no residente sin establecimiento permanente (salvo si es un no
residente en paraíso fiscal o si la entidad no residente está participada, en al menos el 25
por 100, por residentes). Está retención del 10 por 100 tendrá carácter de definitiva cuan-
do el perceptor de la renta sea un no residente si establecimiento permanente –ha de en-
tenderse que en relación con los supuestos de transmisión o rescate de la participación
(art. 24.7 EBF)– o entidades residentes que no desarrollen una actividad económica.

(15) De conformidad con el art. 3.3 de EBF este régimen fiscal tiene carácter indefinido.
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4.2.2. El fondo forestal permanente 

A diferencia del anterior se trata de un fondo financiero, creado por el Decreto-Lei
63/2004, de 22 de Março. De conformidad con el art. 2 de esta norma, las finalidades de
este fondo tienen una clara orientación medioambiental; indicándose, entre otras, la va-
lorización y expansión del patrimonio forestal, la lucha contra los incendios forestales,
etc. 

Una de las fuentes de financiación de este fondo viene dada por el art. 38.5 de la Lei
do Orçamento do Estado para 2004 (Lei 107-B/2003, de 31 de dezembro) que estableció
un tipo adicional sobre los productos petrolíferos y energéticos a fin de constituir un
«Fondo Forestal Permanente». Se trata por tanto, de un recargo legal que satisface la fi-
nalidad medioambiental desde una doble perspectiva. Por un lado, recae sobre un hecho
imponible con una incidencia negativa en el medio ambiente. Por otro lado, los recursos
generados quedan afectos al desarrollo de políticas medioambientales.

4.3. La tributación ambiental en la imposición sobre el patrimonio

Existen medidas de carácter medioambiental tanto en el Imposto Municipal sobre
Imóveis como en el Imposto Único de Circulação. Ahora bien, dada la íntima conexión de
este último tributo con el Imposto sobre Veículos ambos impuestos serán estudiados de
forma conjunta y específica. Por tanto, en este epígrafe se hará referencia exclusiva al
IMI. 

El IMI, al ser un impuesto que grava la riqueza inmobiliaria, es un tributo con una
evidente capacidad medioambiental, al menos en potencia, ya que permite discriminar
la contribución a los gastos públicos en función de la adecuación al medio ambiente del
inmueble en el que se materializa la capacidad económica sometida a gravamen. Las
medidas tienen un doble objetivo: las áreas forestales y los inmuebles urbanos degrada-
dos o en rehabilitación. A las primeras ya se ha hecho referencia. Respecto de éstos últi-
mos, se establecen un conjunto amplio de medidas que afectan a diversos impuestos, ra-
zón por la cual se le dedicará un epígrafe específico.

4.4. El gravamen sobre los inmuebles urbanos en deficiente estado de
conservación o que sean objeto de rehabilitación

Aunque la finalidad de estas medidas está enfocada a la rehabilitación y adecuada
conservación de los bienes urbanos, no cabe duda que también presenta aspectos positi-
vos desde una perspectiva estrictamente medioambiental. En este sentido, no puede ob-
viarse que la Lei 11/87, de 7 de Abril, de Bases do Ambiente, se refiere también al me-
dio ambiente humano (art. 17), dentro del cual se encuadra la ordenación del territorio
y el urbanismo.

En este contexto, se incentiva la mejora de los cascos históricos de los núcleos urba-
nos, lo que implica una mejora ambiental en sí misma considerada y, además, puede su-
poner un freno a una desmesurada extensión de la trama urbana, con la consiguiente
pérdida o deterioro de otros ámbitos y ecosistemas. En general, los beneficios fiscales
quedan vinculados a la circunstancia de que el inmueble objeto de la rehabilitación se
sitúe en un «área de rehabilitación urbana» definida por la autoridad urbanística.

Pues bien, los apartados 6 y 8 del citado art. 112 del CIMI establecen una regulación
similar, a la descrita anteriormente, de los tipos impositivos en relación con los bienes
inmuebles urbanos. Autorizan al poder local a incrementar hasta en un 30 por 100 el ti-
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po impositivo aplicable a los inmuebles que se encuentren en un estado deficiente de
conservación o que sean objeto de operaciones de rehabilitación o que tengan por finali-
dad la lucha contra las situaciones de abandono. 

En estos dos últimos supuestos, el municipio queda autorizado tanto a incrementar
como a disminuir el tipo impositivo en ese porcentaje del 30 por 100. No especifica la
norma cuales serán los criterios que deba atender la administración local a la hora de
determinar si se incrementa o disminuye el tipo. Ahora bien, el precepto indica que, pa-
ra la aplicación de esta norma, se debe proceder a una delimitación territorial de su ám-
bito de aplicación. Es decir, deberá delimitarse un determinado ámbito urbano cuya re-
habilitación se pretende. Una vez realizada esta zonificación, esta potestad puede ser
utilizada para incrementar la tributación respecto de aquellos inmuebles en los que no
se proceda a rehabilitación y, al mismo tiempo, para incentivar (mediante una bonifica-
ción tributaria) a los que se acojan a planes de rehabilitación. 

Por otra parte, y en relación con la rehabilitación de inmuebles, ha de tenerse pre-
sente que el art. 45 del EBF establece una exención temporal de 2 años en el IMI a favor
de aquellos inmuebles que sean objeto de rehabilitación, a partir de la obtención de la
correspondiente licencia. Una vez finalizada la rehabilitación, el art. 71.7 del EBF seña-
la que estos inmuebles quedarán exentos del IMI durante un período de 5 años, que pue-
de ser ampliado por otros 5 años.

Los beneficios fiscales a la rehabilitación urbana no se limitan al IMI, sino que se
extienden al conjunto del sistema tributario portugués. Así, quedan exentas en el Im-
posto Municipal sobre as Transmissões Onerosas de Imóveis las adquisiciones de in-
muebles urbanos, siempre que en el plazo de 2 años el adquirente inicie las obras de
rehabilitación. Por su parte, el art. 71.8 del EBF declara que también estarán exentas
del IMTI las adquisiciones de inmuebles destinados a vivienda habitual, cuando se
trate de la primera transmisión onerosa y el inmueble esté situado en un área de re-
habilitación urbana.

También ha de indicarse que el art. 71 del EBF, apartados 1 a 3 y 9 a 16, regula los
beneficios fiscales de los fondos de inversión inmobiliaria, que se constituyan entre 1 de
enero de 2008 y 31 de diciembre de 2012, en los que, al menos, el 75 por 100 de sus acti-
vos estén afectos a acciones de rehabilitación urbana. La regulación presenta puntos en
común con el fondo de inversión inmobiliaria en recursos forestales, lo que excusa una
mayor profundización. Así, los rendimientos del fondo quedan exentos en el IRC, los
partícipes en los fondos puedan practicarse, en su impuesto personal, una deducción del
50 por 100 de los rendimientos repartidos y la regulación de la retención en la fuente del
10 por 100 sigue similares parámetros.

El art. 71.4 del EBF también establece una deducción en la cuota del IRS del 30 por
100, con un límite de 500 , de los gastos soportados por el propietario relativos a la re-
habilitación de determinados inmuebles (que se encuentren en áreas de rehabilitación y
que se encuentren arrendados y sujetos a un régimen legal limitativo de la actualización
de rentas).

Por su parte, los apartados 5 y 6 de este art. 71 establecen que, como regla general,
los rendimientos y las ganancias de patrimonio derivados de inmuebles objeto de reha-
bilitación urbana, obtenidos por sujetos residentes, tributarán en el IRS a un tipo autó-
nomo del 5 por 100.
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4.5. La fiscalidad sobre los automóviles

La Lei 22-A/2007, de 29 de junio, Reforma da Tributação Automóvel, aprueba los Có-
digos do Imposto sobre Veículos y do Imposto Único de Circulação. La decisión del legis-
lador luso de regular ambos impuestos a través de una misma Ley es positiva, ya que
otorga a ambos impuestos de un grado de homogeneidad. 

En los dos impuestos, los vehículos son agrupados en diversas categorías dependien-
do de sus características, tales como su utilización y peso (vehículos ligeros de pasajeros,
mixtos, etc.). Dado el diferente objeto de gravamen de ambos impuestos (introducción al
consumo y propiedad de los vehículos, respectivamente) ha de llamarse la atención que
estas categorías no son idénticas en ambos impuestos, aunque están relacionadas entre
ellas.

Esta coordinación también se observa en la finalidad medioambiental de ambos im-
puestos que se recoge en el llamado principio de equivalencia, formulado en los respec-
tivos arts. 1 de los Códigos de los dos impuestos, en virtud del cual éstos obedecen al
principio de equivalencia, trasladando a los contribuyentes la carga que suponen los ve-
hículos y el tráfico en el medio ambiente. Como se indicará a continuación, este carácter
medioambiental se concreta en la regulación de las exenciones y de los elementos de
cuantificación. Puede considerarse, siguiendo a CASALTA NABAIS (16), que el legislador
luso, a través de la Lei 22-A/2007, Reforma da Tributação Automóvel, ha procedido a
dotar de una finalidad medioambiental a un impuesto clásico.

4.5.1. El Imposto sobre Veículos

En efecto, en el Imposto sobre Veículos, que grava la introducción al consumo de los
vehículos, estando exentos, entre otros, los no motorizados, los exclusivamente eléctri-
cos y los movidos mediante energías renovables no combustibles (art. 2.2 del CIV). 

Por su parte, los arts. 53, apartados 1, 2 y 5, y 54 del CIV establece una serie de exen-
ciones a favor de los taxis, los vehículos destinados al alquiler y los vehículos destinados
al transporte de personas con discapacidad. Así, los taxis y vehículos destinados al al-
quiler con conductor quedarán íntegramente exentos cuando estén propulsados por mo-
tores movidos por GLP, gas natural, energía eléctrica o motores híbridos (que combinen
los hidrocarburos con la energía eléctrica o solar). En otro caso, estos vehículos tendrán
una exención parcial, es decir, una bonificación del 70 por 100, siempre que su nivel de
emisiones de CO2 no sea superior a 175 g/km. En tercer lugar, los automóviles de pasa-
jeros destinados al alquiler, sin conductor, gozarán de una bonificación del 40 por 100,
siempre que su nivel de emisiones de CO2 no sea superior a 120 g/km (art. 53.5 del CIV).

Por su parte, el art. 54 del CIV recoge la exención del impuesto a favor de los vehícu-
los destinados a uso propio de las personas con discapacidad. Como requisito objetivo se
exige que el nivel de emisiones de CO2 del vehículo no sea superior a 160 g/km. No obs-
tante, este límite se incrementa hasta 180 g/km cuando se trate de vehículos adaptados
al transporte de personas que requieran la utilización de sillas de ruedas.

Con respecto a la cuantificación del tributo, ha de tenerse presente que la base impo-
nible tiene en cuenta la cilindrada y, en su caso, las emisiones de CO2 y de partículas
(art. 4 del CIV). La estructura de la tarifa es compleja y casuística, existiendo varias ta-
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blas de tributación en las que se tienen en cuenta los elementos señalados, además de
otras características del vehículo. Este casuismo interfiere en el carácter medioambien-
tal del impuesto, sin que, a priori, sea fácil encontrar una explicación a ello. 

A modo de ejemplo, se puede indicar que, como regla general, la incidencia medioam-
biental es tenida en cuenta a la hora de determinar la cuota tributaria de los automóvi-
les ligeros de mercancías. Sin embargo, entre otros supuestos, si se trata de automóviles
ligeros de mercaderías; con caja cerrada; con un máximo de tres plazas, incluido el con-
ductor, y una altura interior de caja de carga inferior a 120 centímetros su cuota tribu-
taria se determinará, exclusivamente, en función de la cilindrada del motor.

Así, en la escala A (recogida en el art. 7.1 del CIV), aplicable a los automóviles ligeros
de pasajeros, mixtos y, con carácter residual, a los automóviles ligeros de mercaderías,
la cuota tributaria resulta de sumar el componente cilindrada más el componente am-
biental. Cada uno de ellos resulta de multiplicar el valor específico de la cilindrada y ni-
vel de emisiones del vehículo por una escala de tipos impositivos (euros/centímetros cú-
bicos y euros/gramos de CO2 por kilómetro). A su vez, se establece un mínimo exento en
cada escalón que favorece a los vehículos con menor cilindrada o nivel de emisiones de
ese tramo. Adicionalmente, los vehículos de gasoil verán incrementada su cuota en fun-
ción del nivel de emisiones de partículas. Sin embargo, la cuota impositiva de los auto-
móviles ligeros de transporte a los que se refiere el art. 7.2 del CIV será fijada exclusi-
vamente en función de su cilindrada.

Por su parte, los arts. 8 y 9 del CIV recogen los tipos intermedios y reducidos aplica-
bles a determinados hechos imponibles. Así, entre otros supuestos, el citado art. 8 esta-
blece que la escala A se aplicará al 50 por 100 a los automóviles ligeros de pasajeros que
utilicen exclusivamente GLP o gas natural o equipados con motores híbridos, es decir,
que combinen la utilización de energía eléctrica o solar con gasolina o gasóleo.

A modo de resumen, se puede indicar que la cuota tributaria de los automóviles de
pasajeros, de mercancías y mixtos se calculará en función de su cilindrada, de sus emi-
siones de CO2 y de partículas. En cambio, en relación con determinados vehículos lige-
ros de transporte, las motocicletas, triciclos, cuadriciclos y autocaravanas sólo se tendrá
en cuenta el factor correspondiente a la cilindrada. Desde una perspectiva medioam-
biental está diferenciación no se justifica, ya que estos vehículos son igualmente conta-
minantes. La razón de ser de esta diferenciación debe encontrarse en cuestiones técni-
cas de aplicación del impuesto. Razón por la cual y de conformidad con el art. 10.2 de la
Lei 22-A/2007, Reforma da Tributação Automóvel, a partir de 1 de enero de 2014, la ba-
se imponible del impuesto de la generalidad de los automóviles ligeros de mercancías y
de utilización mixta estará constituida, además de por la cilindrada, por los respectivos
niveles de CO2.

La misma crítica, pero con más intensidad, debe realizarse a la laguna que supone la
no sujeción de la matriculación de embarcaciones náuticas de recreo y aeronaves parti-
culares que son medios de transporte con una incidencia negativa en el medio ambiente
muy acusada (17). 

En cambio, sí merece una opinión positiva que el componente ambiental de la tarifa
se aplique, igualmente, a la matriculación de vehículos usados. Esta tributación supon-
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2009, pág. 54.



drá un desincentivo a esta práctica, ya que la, presumiblemente, mayor emisión de ga-
ses contaminantes de los vehículos «antiguos» incrementará su cuota tributaria. 

No obstante, y con la salvedad expresada, puede concluirse que el Imposto sobre Veí-
culos supone, por un lado, un incentivo a la matriculación de vehículos eficientes desde
el punto de vista medioambiental y, por otro lado, da cumplimiento al principio «quien
contamina paga». Resulta positivo, también, que la emisión de partículas de los vehícu-
los equipados con motores de ciclo diesel, dado su alto potencial contaminante y nocivo
para la salud humana, sea considerada a la hora de cuantificar el impuesto.

4.5.2. El Imposto Único de Circulação

Frente a la importancia que tiene el aspecto medioambiental en la cuantificación del
imposto sobre veículos el Imposto Único de Circulação presenta, como se verá, un carác-
ter medioambiental algo más limitado, con algunas exclusiones que no son fácilmente
compresibles.

Con carácter previo al análisis del impuesto es conveniente indicar que se trata de un
impuesto compartido entre el Estado, las regiones autónomas de las Islas Azores y Ma-
deira y los municipios (art. 3 de la Lei 22-A/2007, Reforma da Tributação Automóvel),
resultando que los ingresos correspondientes al componente medioambiental serán de
titularidad estatal o regional (este último supuesto, en relación con los automóviles que
estén matriculados en la indicadas regiones).

Entrando en el análisis de los elementos tributarios del IUC, se debe resaltar dos as-
pectos de carácter medioambiental.

Por un lado, ha de indicarse que están exentos los vehículos no motorizados, los vehí-
culos exclusivamente eléctricos y los movidos mediante energías renovables no combus-
tibles (art. 5.1 del CIUC).

Por otro lado, la base imponible y el tipo impositivo aplicable a los vehículos encua-
drados en la categoría B del art. 2.1 del CIUC se calcula en función de la cilindrada del
motor y del nivel de emisiones de CO2 (arts. 7 y 10 del CIUC). Se trata de automóviles
ligeros de pasajeros y mixtos matriculados a partir de la entrada en vigor del IUC (1 de
julio de 2007). En relación con el resto de vehículos gravados por el IUC no se tiene en
cuenta el componente ambiental a la hora de determinar la cuota tributaria.

Desde una perspectiva medioambiental, esta regulación de los elementos de cuantifica-
ción genera algunas situaciones aparentemente contradictorias. Por ejemplo, la determi-
nación de la cuota relativa a los vehículos ligeros de pasajeros y mixtos, movidos por mo-
tores híbridos, responderá a parámetros muy diferentes en función de si su matriculación
es anterior o posterior a la entrada en vigor del IUC. En el primer caso, la cuota depende-
rá de la cilindrada, del voltaje, de la antigüedad y del combustible. En el segundo caso, de
la cilindrada, del nivel de emisiones de CO2 y del año de adquisición del vehículo. Como se
observa, la consideración medioambiental es radicalmente opuesta. Así, en los vehículos
matriculados con posterioridad se gravará el nivel de emisiones, al tiempo que la potencia
generada por el motor eléctrico no se tendrá en cuenta (en consonancia con la exención de
los vehículos eléctricos). En cambio, en los matriculados con anterioridad no se grava las
emisiones de CO2 y sí se sujeta la potencia generada por el motor eléctrico.

La señalada paradoja es el resultado de una estructura tarifaria de este impuesto en
la que sólo los vehículos ligeros de pasajeros y mixtos, matriculados a partir de la entra-
da en vigor del IUC, van a tributar en función de sus emisiones de CO2. Por tanto, el ca-
rácter medioambiental del IUC queda bastante limitado, a pesar de que el art. 1 del
CIUC señala, en el llamado principio de equivalencia, que el impuesto procura gravar
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los contribuyentes en la medida del coste ambiental y viario que provocan; lo cual solo es
cierto en relación con los vehículos citados. Con respecto al resto de vehículos, habrá que
considerar que el impuesto sólo pretende incidir sobre el coste viario que provocan los
vehículos (así, la cuota de los vehículos de transporte de mercaderías se calculará, entre
otros factores, tendiendo en cuenta su peso, sus ejes, suspensiones…)

4.6. La tributación ambiental en la imposición que recae sobre las
transmisiones patrimoniales

La imposición sobre las transmisiones patrimoniales (IMTI e Imposto do Selo) no
constituye un ámbito tributario que se preste a la adopción de medidas con carácter me-
dioambiental (18). Además de los beneficios fiscales ligados a la rehabilitación urbana,
a lo que ya se ha hecho alusión, puede indicarse que en el IMTI existen algunas exen-
ciones que, indirectamente, pueden vincularse con una finalidad medioambiental. 

Así el art. 6 del CIMTI declara exentas determinadas adquisiciones de bienes situados
en regiones económicamente desfavorecidas cuando se destinen al ejercicio, en las indica-
das regiones, de actividades agrícolas o industriales consideradas de interés económico o
social. Igualmente, también quedan exentas las adquisiciones de fincas rústicas que se
destinen a la primera explotación por parte de jóvenes agricultores. Por su parte, el art. 51
del Decreto-Lei 103/90, de 22 de Março, Desenvolve as bases gerais do regime de emparce-
lamento e fraccionamento de prédios rústicos, establece la exención de las transmisiones
realizadas en el seno de operaciones de reparcelación rústica debidamente aprobadas. En
similar sentido, y como se ha indicado anteriormente, el art. 19 de la Lei de Bases da Polí-
tica Florestal indica que serán objeto de beneficios fiscales las acciones de reparcelación
forestal y las encaminadas a evitar el fraccionamiento de esta propiedad.

4.7. La tributación ambiental en la imposición sobre el consumo

4.7.1. El IVA y los Impuesto Especiales

La imposición sobre el consumo está integrada, esencialmente, por el IVA y los Impues-
tos Especiales. También se pueden incluir otros impuestos en esta categoría, como es el ca-
so del Imposto sobre Veículos que, dada su equivalencia al Impuestos Especial sobre deter-
minados Medios de Transporte, puede ser considerado como un impuesto sobre el consu-
mo; no obstante, ya se ha hecho referencia a él al tratar la tributación de los automóviles. 

La doctrina lusa ha destacado que la tradicional elevada carga fiscal que estos im-
puestos han supuesto sobre el precio final de los combustibles ha explicado que Portugal
haya presentado un nivel muy elevado de ingresos fiscales provenientes de la tributa-
ción ambiental (19). No obstante, a pesar de la importancia de estas figuras en la tribu-
tación medioambiental, su condición de impuestos armonizados (20) y su carácter emi-
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(18) Es de esta opinión Sérgio VASQUES: «A fiscalidade da floresta portuguesa», Fiscalidade, Re-
vista de Dereito e Gestão Fiscal, n.º 25, 2006, pág. 50.

(19) DIAS SOARES, Cláudia: «O adicional para o fundo florestal permanente: un passo na estra-
tégia nacional para o uso de instrumentos fiscais na prossecuçao de objectibos ambiestais?, Revis-
ta Fisco, n.º 115/116, 2004, pág. 113.

(20) Directiva 2006/112/CE, de 28 de noviembre, por la que se establece el sistema común del
impuesto sobre el valor añadido, y Directiva 2003/96/CE, de 27 de octubre, por la que se reestruc-
tura el régimen comunitario de imposición de los productos energéticos y de la electricidad.



nentemente técnico permiten que la referencia que se haga a ellos en esta investigación
sea muy limitada.

En el ámbito del IVA, pueden mencionarse como medidas relacionadas con el medio
ambiente la aplicación del tipo reducido del 6 por 100 a determinadas obras de rehabili-
tación urbana, a las prestaciones de servicio relacionadas con la limpieza de vías públi-
cas, con la recogida, almacenamiento, transporte, valoración y eliminación de residuos y
a las prestaciones de servicios silvícolas (tales como los servicios de limpieza y de inter-
vención en explotaciones agrícolas y forestales). 

Por su parte, dentro de los impuestos especiales de consumo ha de hacerse referencia,
en primer lugar, al art. 2 del Código dos Impostos Especiais de Consumo (Decreto-Lei
73/2010, de 21 de Junho), que formula el llamado principio de equivalencia en forma
muy similar a como se realiza en el ámbito de la imposición sobre los automóviles. Así,
se indica que estos impuestos tienen como finalidad trasladar a los contribuyentes los
costes que esos consumos específicos provocan en el ambiente y en la salud pública. 

Por otra parte, la Ley regula tres impuestos especiales: el Imposto sobre o Álcool e as
Bebidas Alcoólicas (IABA), el Imposto sobre os Produtos Petrolíferos e Energéticos (ISP)
y el Imposto sobre o Tabaco (IT). Evidentemente, es el ISP el impuesto que persigue la
consecución de un fin medioambiental.

El ISP recae sobre los productos petrolíferos, los hidrocarburos, los carburantes en
general, incluyéndose el carbón (productos recogidos en los códigos normalizados NC
2701, 2702 e 2704 a 2715), y sobre la electricidad. Existe una exención a favor de los bio-
combustibles. A pesar la expresa mención que se hace en la normativa lusa al carácter
medioambiental de este impuesto, ha de indicarse que esa condición queda mediatizada
por la circunstancia de que en la cuantificación del impuesto, en la línea marcada por la
Directiva 2003/96 (21), no se tiene en cuenta los distintos niveles de emisiones de CO2 o
de otros gases contaminantes generados por los combustibles.

Por último, ha de recordarse la existencia del recargo sobre el ISP a fin de dotar el
fondo forestal permanente, al cual ya se ha hecho referencia.

4.7.2. La Taxa ambiental sobre as lâmpadas de baixa eficiência energética

El Decreto-Lei 108/2007, de 12 de abril, estabelece uma taxa ambiental sobre as lâm-
padas de baixa eficiência energética. Se trata de un tributo con finalidad específicamen-
te medioambiental, indicándose que su objetivo es compensar los daños medioambien-
tales que se derivan de la utilización de lámparas ineficientes energéticamente. Ade-
más, el menor consumo de energía eléctrica que se derivaría del uso de lámparas efi-
cientes debería facilitar el cumplimiento de los objetivos asumidos por Portugal relati-
vos a las emisiones de CO2.

El hecho imponible de la taxa es la introducción al consumo en territorio luso de las
señaladas lámparas, siendo los sujetos pasivos los productores, importadores y demás
agentes económicos que faciliten su comercio. Dado esta definición del hecho imponible,
la doctrina lusa (22) ha indicado que no se trata de una tasa, sino de un impuesto indi-
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(22) F. DIAS y DUARTE COSTA: «Breve apontamento sobre a natureza jurídico-tributária da taxa
sobre as lâmpadas de baixa eficiência energética», Revista CEDOUA, n.º 25, 2010, pág. 19.



recto sobre el consumo. Desde esta perspectiva se ha denunciado que el «error» en la de-
nominación esconde una utilización inconstitucional de la figura del Decreto-Lei. Ya
que, el Gobierno, al tratarse de un verdadero impuesto debería haber contado con una
previa habilitación legal para aprobar este tributo y que esta falta de autorización ha si-
do sorteada mediante la calificación de «taxa».

Con independencia de las dudas de constitucionalidad señaladas, ha de resaltarse
que se trata de un tributo afectado. Por un lado, el 80 por 100 de su recaudación se des-
tinará al Fundo Português de Carbono, cuya finalidad es la adquisición de créditos de
derechos de emisión de gases de efecto invernadero. El restante 20 por 100 se destinará
al Fundo de Eficiência Energética, cuyos recursos deben financiar acciones de divulga-
ción y sensibilización energética. 

5. OTRAS FIGURAS TRIBUTARIAS DE CARÁCTER MEDIOAMBIENTAL

Además de las señaladas, otras figuras tributarias van a incidir de forma destacada
en la conformación de la fiscalidad medioambiental portuguesa. En particular, la tasa
tendrá un papel destacado en este ámbito. En este sentido, el art. 27 de la Lei 11/87, de
7 de abril, de Bases do Ambiente, al enumerar los instrumentos de la política ambiental,
se refiere al establecimiento de tasas, además de por la utilización del dominio público,
por la utilización de recursos naturales o por los vertidos.

En la misma línea, la Lei 53-E/2006, de 29 de dezembro, das Taxas das Autarquias
Locais, contiene una serie de remisiones expresas a la finalidad medioambiental en las
tasas (art. 5.1). En este sentido, a pesar de que se predica el principio de equivalencia, de
forma que el importe de la tasa no debe superar el coste de la actividad pública adminis-
trativa o el beneficio obtenido por el particular, el art. 4 indica que las tasas pueden es-
tablecerse con una finalidad de desincentivar la práctica de determinadas actuaciones u
operaciones. Esta finalidad medioambiental es reiterada en relación a las tasas munici-
pales (art. 6.1.g) y 2), indicándose que uno de los posibles hechos imponibles de las tasas
serán las actividades de los particulares que incidan negativamente en el medio ambien-
te. Aunque no se reitera en relación con las tasas que pueden imponer las freguesias, ha
de considerarse que éstas también pueden establecer tasas medioambientales. 

En relación con la Hacienda local, ha de matizarse que el art. 16.3 de la Lei 2/2007,
de 15 de Janeiro, das Finanças Locais, establece que los servicios municipales de abas-
tecimiento público de agua, de saneamiento de aguas residuales y de gestión de residuos
sólidos no generarán tasas sino precios tarifarios. Por tanto, este núcleo importante de
servicios públicos relacionados con el medio ambiente queda al margen de los tributos
en sentido estricto No obstante, como se va a indicar a continuación, ello no impedirá
que en la cuantificación de la tarifa sea tenida en cuenta, al menos indirectamente, el
componente ambiental.

Por su parte, las tasas relacionadas con el agua presentan, indudablemente, un papel
destacado en el ámbito de la fiscalidad medioambiental. Así, el art. 78 de la Lei
58/2005, de 29 de Dezembro, da Água (23), señala que las tasas hídricas tendrán un do-
ble componente relativo a su cuantificación. Por un lado, la cuantía del bien público uti-
lizado o su valor económico. Por otro lado, en relación con las actividades susceptibles de
causar un impacto negativo en la cantidad o calidad del agua, la cuantía de la tasa de-
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(23) Esta Ley establece la regulación básica de las tasas hídricas y de las tarifas del agua que,
posteriormente, es desarrollada por el Decreto-Lei 97/2008, de 11 de Junho, estabelece o regime
económico e financeiro dos recursos hídricos.



berá recoger los costes ambientales del impacto negativo de la actividad y de la recupe-
ración del bien público. Este componente ambiental de la tasa hídrica repercutirá, final-
mente, sobre los consumidores del agua. De conformidad con el art. 82 de la citada Ley
el importe de la tasa hídrica soportada por los servicios de agua formará parte del im-
porte de la tarifa de ésta. A su vez, el art. 79 de la Lei da Água establece que los recur-
sos generados por esta tasa quedan afectados a diversas finalidades, entre las que se en-
cuentran las de carácter medioambiental. Estas medidas son, en esencia, aplicaciones
del principio de sostenibilidad hídrica que preside el régimen económico-financiero de
las aguas (art. 77 de la Lei da Água).

Otras tasas de carácter medioambiental son las reguladas en los arts. 52 y siguientes
del Decreto-Lei 178/2006, de 5 de Setembro, da Gestão de Resíduos. En general, se trata
de tasas ligadas a la emisión de licencias o autorizaciones administrativas necesarias
para realización de las actividades de gestión de los residuos. No obstante, el hecho im-
ponible de la tasa de gestión de residuos regulada por el art. 58 del citado Decreto-Lei se-
rá el coste administrativo derivado de la supervisión de las actividades realizadas por
las entidades gestoras de los servicios y de las actividades tendentes a promover el logro
de objetivos nacionales para la gestión de residuos. Como se observa, se trata de un he-
cho imponible muy genérico que, realmente, encajaría mejor en la figura de impuesto
que en la de tasa. 

6. A MODO DE CONCLUSIÓN

Este recorrido por la fiscalidad medioambiental en Portugal permite realizar algunas
observaciones.

En primer lugar, puede considerarse que las medidas de carácter medioambiental
tienen un peso importante en la ordenación del sistema tributario luso. Como se ha re-
señado, la práctica totalidad de los impuestos se ha «ambientalizado» con mayor o me-
nor intensidad. Con ello se trata de dar cumplimiento a la previsión del art. 66 de la
Constitución portuguesa en virtud de la cual la política fiscal debe hacer compatibles el
desarrollo, la protección del medio ambiente y la calidad de vida. 

En cumplimiento de ese mandato existen medidas que se orientan tanto hacia el gra-
vamen de hechos nocivos para el medio ambiente, como hacia la incentivación de medi-
das favorables al medio ambiente mediante el establecimiento de regímenes fiscales fa-
vorables. Por un lado, los ingresos generados por la fiscalidad medioambiental provie-
nen, en una parte muy significativa, de los impuestos sobre el consumo de los hidrocar-
buros (Impuestos Especiales e IVA) y de los impuestos que gravan los automóviles. Des-
de la perspectiva de la incentivación de conductas sostenibles medioambientalmente so-
bresalen las medidas aprobadas, beneficios fiscales, en su mayoría, a favor de los recur-
sos forestales, la rehabilitación urbana y los vehículos eléctricos.

Trayendo a colación la Recomendación del Consejo de la Unión Europea, ya citada,
sobre el programa nacional de reforma de 2012 de España, en la que se señala que
nuestro un sistema tributario debe incrementar la presión fiscal sobre las actividades
perjudiciales para el medio ambiente, podemos comprobar que el sistema tributario
portugués aporta alguna vía que merecería la pena explorarse. Es cierto que, al igual
que en España, la fiscalidad medioambiental recae, en gran medida, sobre los hidro-
carburos y los vehículos. No obstante, la Taxa ambiental sobre as lâmpadas de baixa
eficiência energética abre un camino que debería ser explorado. Este tributo permite
configurar un nuevo hecho imponible que quedaría delimitado por el consumo de de-
terminados bienes, respecto de los cuales existen otros sustitutivos con una mayor efi-
ciencia medioambiental. 
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La configuración de impuestos que siguiesen el indicado patrón permitiría generar
nuevos recursos al tiempo que se estaría ejercitando una presión sobre el consumo hacia
modelos más sostenibles y respetuosos con el medio ambiente. Un impuesto que encaja
en ese modelo es el Impuesto sobre las Bolsas de Plástico de un Solo Uso introducido por
la Comunidad Autónoma de Andalucía. 

Por otra parte, la circunstancia de que en España la fiscalidad medioambiental sea en
gran medida una fiscalidad autonómica dificulta la fijación de medidas fiscales que persi-
gan objetivos de una forma global, como es el caso del conjunto de medidas existentes en
Portugal en relación con las espacios forestales o las áreas urbanas de rehabilitación, ya
que si se observan los diversos impuestos medioambientales que han aprobado las Comu-
nidades Autónomas no es posible extraer un hilo conductor que permita identificar cuales
son los concretos objetivos medioambientales perseguidos por el conjunto de éstas.
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Comentarios
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Jurisprudencia

Esta sección de la Revista incluye Comentarios de Doctrina Administrativa y Juris-
prudencia en materia tributaria. Desde el año 2001 comprende además tanto Comenta-
rios de Jurisprudencia Constitucional como Comentarios de Jurisprudencia Comunita-
ria relacionados con dicha materia. Las opiniones expresadas corresponden exclusiva-
mente a los autores. El Instituto de Estudios Fiscales respeta su libertad intelectual, pe-
ro no se solidariza con las ideas expuestas. La sección está dirigida por Pedro M. Herre-
ra Molina y Manuel Gutiérrez Lousa. La coordinación del apartado de Comentarios de
Jurisprudencia Constitucional corresponde a Pablo Chico de la Cámara y la del aparta-
do de Comentarios de Jurisprudencia Comunitaria a Belén García Carretero, quienes
también tienen a su cargo la selección de sentencias.

Asimismo, ambos apartados de esta sección de la Revista aparecen en la página web
del Instituto de Estudios Fiscales (www.ief.es), debidamente sistematizados y con enla-
ces que permiten la búsqueda de sentencias tanto del Tribunal Constitucional como del
Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas.
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